
A
l entender que en la causa se
dieron los presupuestos legales
necesarios para extender la

condena al socio gerente de la ya con-
denada Bodegas Nanini SRL, la Sala
Laboral del Tribunal Superior de Justi-
cia (TSJ) de Córdoba admitió la casa-
ción presentada por la parte actora.

Al resolver, el Alto Cuerpo tuvo en
cuenta que durante el proceso se de-
mostró que quien daba las instruccio-
nes y órdenes era precisamente el co-
demandado y que, de no hacer exten-

siva la condena, la actora podía ver
frustrados sus derechos atento al cie-
rre de la personería jurídica.

Al presentarse en casación, el traba-
jador reveló la conducta fraudulenta y
contraria a la ley del socio gerente,
configurada primero -y durante mu-

cho tiempo- por no registrar la rela-
ción, y después, cuando lo hizo, por
consignar una categoría y una jornada
falsas, y abonar salarios inferiores a los
que correspondían.

Adujo que ese accionar afectó a la
sociedad misma y a terceros, y que la a
quo omitió ponderar que la SRL no
cumplió con elementales obligaciones
laborales, que hoy ni siquiera tiene un
establecimiento comercial o indus-
trial y que no hay prueba de que se en-
cuentre operando.

Agregó que, por el contrario, medió
confesión del gerente acerca del traba-
jo mal registrado y el incumplimiento
persistente de las cargas previsionales.

Los argumentos fueron recogidos
por el fallo del TSJ integrado por los
vocales Luis Enrique Rubio, Mercedes
Blanc de Arabel y Luis Eugenio Angu-
lo. Para el Alto Cuerpo, se verificó el
error denunciado por el recurrente,
precisando que la transcripción de las
declaraciones testimoniales, realiza-
das por los deponentes -ex emplea-
dos- fueron contestes en orden a que
la registración de todos fue deficiente,
que la sociedad condenada dejó de
funcionar en abril 2015 y que, precisa-
mente, quien daba las instrucciones y
tomaba las decisiones en la empresa
era el codemandado socio gerente.

En dicho contexto, valoró el Alto
Cuerpo que si el tribunal “tuvo por
acreditada la irregularidad registral de
la actora -en cuanto a jornada y remu-
neraciones- y aplicó la específica san-
ción prevista para tal inconducta (art.
10, ley N° 24013), que después resuel-
va liberar personalmente a la persona
física mencionada importa apartarse
de las circunstancias de la causa que
antes verificó, así como de la normati-
va en que tales hechos se subsumen”. 

Es así que sostuvo que, conforme lo
reseñado, los propios términos del
pronunciamiento denotan configura-
da la conducta que los artículos 54 y 59
de la Ley de Sociedades tienen en
cuenta para responsabilizar indivi-
dualmente a los integrantes de un en-
te societario (supuestos hoy recepta-
dos por el Código Civil y Comercial de
la Nación, art. 144).

Asimismo, resaltó que no proceder
del modo que se propicia, en el parti-
cular, podría conducir a que la traba-
jadora vea frustrados sus legítimos de-
rechos (arg. art. 14, Ley de Contrato de
Trabajo, LCT).

Por todo lo expuesto, en el fallo se
resolvió que corresponde casar el pro-
nunciamiento en este aspecto y exten-
der la condena al socio gerente code-
mandado.
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SALA LABORAL. LO RESOLVIÓ EL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CÓRDOBA

El Alto Cuerpo dio por
probado que era éste
quien daba las instrucciones
y que el trabajador podía
ver frustrado su reclamo
atento a que la
sociedad cerró en 2015

C
omo bien es sabido, en opor-
tunidad de acceder al órgano
de justicia o en el momento

que disponga el legislador, por el ser-
vicio brindado por el Poder Judicial
debe cumplimentarse con el tributo
respectivo (tasa de justicia), además
del resto de los gastos causídicos que
se devengan en un proceso judicial.

Por supuesto que tales cargas im-
portan una erogación que, muchas
veces, implica un verdadero obstáculo
para acceder a la administración de
justicia.

Lo que nos lleva inmediatamente a
pensar en lo expresado por la Corte
Interamericana de Derechos Humanos
(Corte IDH) al referirse a la cláusula
8.1 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos, en el conocido ca-
so “Cantos”. Allí dijo: “Esta disposición
de la Convención consagra el derecho
de acceso a la justicia. De ella se des-
prende que los Estados no deben in-
terponer trabas a las personas que
acudan a los jueces o tribunales en
busca de que sus derechos sean de-
terminados o protegidos. Cualquier
norma o medida del orden interno que
imponga costos o dificulte de cualquier
otra manera el acceso de los individuos
a los tribunales, que no esté justificada
por las razonables necesidades de la
propia administración de justicia, debe
entenderse contraria al precitado artí-
culo 8.1 de la Convención”.

En efecto, a partir de reconocer que
en innumerables situaciones los gas-
tos judiciales podrían suponer un va-
lladar a la jurisdicción, vulnerándose
de ese modo el derecho del justiciable,
nuestro legislador local ha establecido
tres sistemas que coexisten a los fines
de permitir ese acceso a la justicia: la
asistencia jurídica gratuita y los bene-
ficios de litigar y de mediar sin gastos.

Estos institutos poseen característi-
cas propias pero comparten la finali-
dad de generar el escenario procesal
para que aquellos justiciables que ca-
rezcan de los medios económicos sufi-
cientes para afrontar los gastos causí-
dicos, puedan demostrarlo a fin de ob-
tener la franquicia o gratuidad judicial.

Ahora bien, una vez ésta obtenida,
dicha decisión no causa estado. Es
decir, puede ser alterada por diversos
motivos.

Al respecto, en esta oportunidad
nos importa destacar la reforma dis-
puesta al Código Tributario Provincial
(CTP) a partir del 1 de enero de 2022,
mediante la ley Nº 10789, en la que
se incorporó en el art. 347 (TO 2021)
una causal que provoca el cese de la
gratuidad judicial obtenida por cual-
quiera de los institutos señalados, só-
lo respecto de la tasa de justicia.

De esta manera, el agregado al art.
347 del CTP (TO 2021) es tajante y
dispone extinguir la gratuidad tributa-
ria lograda en el supuesto de que la

causa principal concluya con un acuer-
do con contenido patrimonial, determi-
nando que en el proceso principal de-
berá abonarse la gabela judicial.

Así las cosas, la modificación legis-
lativa operada en el art. 347 del CTP
(TO 2021) se pone a tono con lo dis-
puesto por el art. 25 de la Ley de Me-
diación 10543, que contiene similar
disposición en el caso de los benefi-
cios de mediar sin gastos, y también
con el art. 140 del CPCC, que regula
los supuestos en los cuales el benefi-
ciario debe soportar los gastos en los
casos de mejora de fortuna y/o cuan-
do venciere en el pleito.

Por consiguiente, sin que la dispo-
sición conspire contra el pleno goce
de la garantía de acceso a la jurisdic-
ción, con la reforma se busca evitar
fugas en el cumplimiento de la carga
fiscal local, impidiendo así el ejercicio
de prácticas que, sin entrar al campo
de lo ilícito, pueden circunscribirse al
ámbito de la “picardía procesal”. Por
ejemplo, cuando al acordar, los inte-
resados pactan que las costas son
asumidas por la parte alcanzada por la
gratuidad, para de ese modo frustrar
el cobro de los gastos judiciales por
sus titulares quienes, al intentar per-
cibir el importe correspondiente a su
crédito, les es opuesto por el obligado
al pago su condición de beneficiario de
la gratuidad judicial.

De este modo, la reforma que ya
cuenta con gran aceptación en la eta-
pa prejurisdiccional con el instituto del
beneficio de mediar sin gastos, se in-
corpora en modo amplio al ámbito ju-
risdiccional no condicionando en modo
alguno el acceso a la justicia, pues la
consecuencia pregonada no pone
obstáculo de ninguna naturaleza para
el progreso del juicio principal.

En definitiva, puede apreciarse que
el legislador ha ideado un mecanismo
que pone en armonía la garantía del
acceso a la jurisdicción pero sin dejar
de custodiar las arcas públicas, en es-
te caso del Poder Judicial de Córdoba.

Cese de la 
gratuidad
judicial
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